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ResumenEl primero de abril de 2016 se promulgó la Ley Nº 30424, denominada inicialmente “Ley queregula la responsabilidad administrativa de las personas jurídicas por el delito de cohecho activotransnacional”. Uno de los aspectos más importantes de esta regulación es la posibilidad de eximirde responsabilidad a la persona jurídica si es que ésta, con anterioridad a la comisión del delito,adopta e implementa en su organización un modelo de prevención con medidas de vigilancia y controlidóneas para prevenirlo o para reducir significativamente el riesgo de su comisión. Si la adopción eimplementación del modelo de prevención tiene lugar, más bien, con posterioridad a la comisión deldelito, lo que procede es una atenuación de la responsabilidad. Si bien la Ley Nº 30424 ha sufrido aldía de hoy varias modificaciones sustanciales, la adopción de un sistema de cumplimiento normativode carácter penal por parte de la persona jurídica sigue incidiendo favorablemente en las sancionesque, por la comisión de un delito, cabría imponerle. De las particularidades de esta regulación me voya ocupar con mayor detalle en este informe nacional, dividiendo la exposición en cuatro apartadosgenerales: el primero se ocupará de la forma en la que se introdujo la responsabilidad de la personajurídica por la comisión de delitos, el segundo se encargará de describir de manera general cómo es elsistema de responsabilidad asumido, el tercero entrará en las exigencias que legalmente se establecenpara que un modelo de prevención pueda ser considerado idóneo y el cuarto se hará cargo de algunosaspectos procesales.
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AbstractOn April 1, 2016, the Ley No. 30424 was promulgated, initially called “Law that regulates theadministrative liability of legal entities for the crime of transnational bribery”. One of the mostimportant aspects of this regulation is the possibility of exempting the legal entity from liability if it,prior to the commission of the crime, adopts and implements in its organization a criminal compliancewith appropriate surveillance and control measures to prevent it or to significantly reduce the riskof its commission. If the adoption and implementation of the criminal compliance takes place, rather,after the commission of the crime, what proceeds is a mitigation of the liability. Although the Ley No.30424 has undergone several substantial modifications to date, the adoption of a criminal complianceby the legal entity continues to have a favorable impact on the sanctions that, for the commission of acrime, could be imposed. I am going to deal with the particularities of this regulation in greater detailin this national report, dividing the exposition into four general sections: the first will deal with theway in which the liability of the legal entity for the commission of crimes was introduced, the secondwill be responsible for describing in a general way how the assumed responsibility system is regulated,the third will go into the requirements that are legally established so that a criminal compliance can beconsidered suitable and the fourth will take care of some procedural aspects.
Keywords: criminal liability; legal entities; criminal compliance.
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LOS SISTEMAS DE CUMPLIMIENTO Y SU EFECTO EN LA RESPONSABILIDAD DE PERSONAS JURÍDICAS EN EL PERÚ

1. LA INTRODUCCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DE LA PERSONA
JURÍDICA POR LA COMISIÓN DE DELITOS

1.1 AntecedentesAl promulgarse el Código Penal Peruano de 1991 actualmente vigente el legisladorse mantuvo en la posición tradicional de negar la responsabilidad penal de las personasjurídicas. Las reformas económicas iniciadas en la década de los noventa para impulsar lasactividades empresariales requerían de una legislación penal sin sanciones para las entidadescorporativas. Si bien se introdujo la posibilidad de aplicar las llamadas consecuenciasaccesorias a las personas jurídicas (artículo 105), estas medidas no se regularon comosanciones penales, sino como medidas preventivas para hacer frente a situaciones depeligrosidad de su estructura organizativa. Por ello, no se ubicaron sistemáticamente en elcapítulo referido a las clases de pena, sino en uno compartido con el decomiso. Esto explicaque los autores nacionales que, con posterioridad a la entrada en vigencia del Código Penal,defendieron la viabilidad dogmática de imponer sanciones penales a las personas jurídicas1 ,lo hicieran siempre desde una perspectiva de lege ferenda.
1.2 El cambio de perspectivaLa claridad del panorama legislativo antes referido se ensombreció cuando la CorteSuprema de Justicia emitió el Acuerdo Plenario N° 07-2009 del 13 de noviembre de 2009.Lo que la máxima instancia judicial pretendía con este pronunciamiento era conseguir quelos jueces penales efectivamente apliquen consecuencias accesorias a las personas jurídicas,pues hasta entonces las sentencias que lo habían hecho podían contarse casi con los dedosde una mano. Para justificar la necesidad de su aplicación, sostuvo que se trataba desanciones penales especiales contra las personas jurídicas, recogiendo el parecer de un sectorminoritario de la doctrina penal que consideraba, sin mayor desarrollo argumentativo, queeran materialmente penas2 . Sin embargo, esta afirmación carecía de todo respaldo legislativo.Por ello, no sorprende que, en posteriores pronunciamientos, la misma Corte Suprema, demanera contradictoria, haya establecido, como jurisprudencia vinculante, que “el código penal

no regula la responsabilidad penal de la persona jurídica”3 .El legislador penal, en cambio, ha partido siempre de la idea de que las consecuenciasaccesorias no son, en estricto, sanciones penales, atendiendo muy seguramente a la claridadcon la que se encuentran legalmente reguladas. Por esta razón, cuando los estándares
1 Vid., Hurtado Pozo, J. (1997), «Personas jurídicas y responsabilidad penal», Anuario de Derecho penal: 1996,
Hurtado Pozo (dir.), Lima, p. 141 y ss.; Abanto Vásquez, M. (1997), Derecho penal económico, Consideraciones
jurídicas y económicas, Lima, p. 162 y s.; García Cavero, P. (2008), La persona jurídica en el Derecho penal, Lima, p.
51 y ss.; Reyes Tello, R. (2010), ¿Responsabilidad o irresponsabilidad penal de las personas jurídica? Lima, p. 115 y ss.;
Mazuelos Coello, J. (2013), «La responsabilidad penal de las personas jurídicas: Aplicación al caso peruano desde una
perspectiva político-criminal», en El penalista de dos mundos. Libro Homenaje al Prof. José Hurtado Pozo, Lima, p. 279
y ss.
2 Villa Stein, J. (1998), Derecho Penal, Parte General, 1ª ed., Lima, p. 633; Hurtado Pozo, J. (2005), Manual de
Derecho Penal, Parte General, 3ª ed., Lima, § 15, n.m. 1821.
3 Vid., Casación N° 134-2015 Ucayali del 16 de agosto de 2016.
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internacionales empezaron a demandar sanciones penales corporativas, el Congreso debatióen distintas oportunidades y de diversas formas la posibilidad de introducir una genuinaresponsabilidad penal de las personas jurídicas en la regulación positiva. En efecto,desde el 2012 son varios los proyectos de ley que con dicho fin han circulado por losambientes congresales4 , siendo el más relevante el elaborado por la Comisión de AltoNivel Anticorrupción (CAN) para cumplir con el estándar legislativo exigido por la OCDEde sancionar a las empresas por el delito de cohecho activo transnacional. Inicialmentela CAN quiso aprovechar esa ocasión para optimizar los mecanismos de lucha contra lacorrupción, al proponer una responsabilidad autónoma de la persona jurídica para diversosdelitos de corrupción5 . Sin embargo, la presión de los gremios empresariales a nivelprelegislativo consiguió hacer dos cambios importantes al proyecto inicial: i) primero, limitarla imposición de sanciones a las personas jurídicas únicamente por el delito de cohechoactivo transnacional; y ii) segundo, restarle gravedad al reproche que sustentaban estassanciones mediante la indicación expresa de que eran consecuencia de una responsabilidadadministrativa6 . Con estos cambios se aprobó en abril del 2016 la Ley N° 30424 (en adelante,LRPJ), entrando en vigencia recién el 1 de enero de 2018.El primer cambio operado a nivel prelegislativo duró poco tiempo. El escándalo queremeció el Perú a inicios del 2017, cuando Odebrecht reconoció haber pagado sobornospara obtener obras de gran envergadura, hizo que, como reacción política, se amplíe labase de delitos por los que podía responder una persona jurídica. Primero se incluyó elcohecho doméstico, el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo; y posteriormentela colusión y el tráfico de influencias. Esta tendencia expansiva ha continuado, como loevidencia la última reforma de mayo de 2023, en la que se incluyen nuevos delitos comola contabilidad paralela, ciertos atentados contra el patrimonio cultural, los delitos aduaneros,los delitos tributarios y los delitos de terrorismo. Puede concluirse, por lo tanto, que la LRPJse caracteriza por ir progresivamente ampliando los delitos por los que podría responder lapersona jurídica.El cambio que se hizo para calificar la responsabilidad de la persona jurídica comoadministrativa nunca tuvo fuerza de convicción, en la medida que los componentesestablecidos en la LRPJ son los propios de una responsabilidad penal. En efecto, si a unapersona jurídica se le sanciona por la comisión de un delito en el marco de un proceso penalpor parte de un juez penal, esa sanción, aunque se califique formalmente de administrativa,será materialmente penal7 . Por lo tanto, lo que el legislador está haciendo no es más que
4 Vid., sobre estos proyectos de ley, Carrión Díaz, J. (2020), «¿Responsabilidad penal o administrativa de la persona
jurídica?: algunos alcances a partir de la Ley N° 30424», Ius Inkarri Nº 9, p. 271 y ss.
5 Vid., García Cavero, P. (2016), «La responsabilidad penal de las personas jurídicas», en III Convención de Derecho
Público, García Rivera (coord.), Lima, p. 148 y s.; Reyna Alfaro, L. (2015), «¿Responsabilidad penal de las personas
jurídicas? Observaciones en torno a las propuestas legislativas de incorporación de la responsabilidad penal de la
propia persona jurídica en el Perú», Gaceta Penal & Procesal Penal 76, p. 103 y s.
6 Vid., García Cavero, P. (2021), «Consecuencias accesorias y sanciones aplicables a las personas jurídicas», Actualidad
Penal 79, p. 157. Sobre la evolución del proceso pre-legislativo y legislativo de esta ley, vid., con detalle, Balmaceda
Quirós, J. (2017), «Las personas jurídicas y su responsabilidad “administrativa” autónoma para los delitos de
corrupción y lavado de activos visto desde el Decreto Legislativo N.° 1352», Actualidad Penal 33, p. 16 y ss.
7 Vid., García Cavero, P. (2017), Criminal Compliance, en especial compliance anticorrupción y antilavado de activos,
Lima, p. 111; Paredes Pérez, J. (2016), «La responsabilidad penal de las personas jurídicas. Especial referencia a la
responsabilidad del oficial de cumplimiento en el marco de la Ley N° 30424», Actualidad Penal 25, p. 72; Angulo
Portocarrero, J. C. (2016), «La atribución de responsabilidad penal de las personas jurídicas y los modelos de
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un fraude de etiquetas8 . Posteriores modificaciones legislativas han confirmado este parecer.Así, en marzo de 2018 se aprobó la Ley N° 30737 para asegurar el pago de la reparacióncivil a favor del Estado en delitos de corrupción relacionados con grandes obras o proyectos,en donde se estableció que las personas jurídicas procesadas penalmente para imponerleslas sanciones de la LRPJ podían acogerse a la colaboración eficaz. Tal posibilidad suponeindiscutiblemente asignarles la calidad de imputadas en el proceso penal9 .
2. EL SISTEMA LEGAL DE RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS
JURÍDICAS

2.1 Un sistema dual: Las consecuencias accesorias y las sanciones de
la LRPJLa introducción de una responsabilidad penal de la persona jurídica por medio de la LRPJno ha supuesto la eliminación de la regulación general de las consecuencias accesorias enel Código Penal. En tal sentido, existiría un sistema dual en el que conviven consecuenciasaccesorias y sanciones10 . Las consecuencias accesorias serían medidas preventivas que seaplican a una persona jurídica si existe un peligro relevante de que su organización seautilizada para cometer o encubrir nuevos delitos de sujetos individuales11 , mientras que lassanciones de la LRPJ se sustentarían en una responsabilidad penal de la persona jurídicapor la comisión de un delito12 . Dado que la imposición conjunta de ambas consecuenciasjurídicas produciría una sobrerreacción, resulta necesario precisar cuándo se aplican unas ycuando se imponen las otras. La reciente modificación a la LRPJ se ocupa de esta cuestión,señalando que el régimen de consecuencias accesorias, previsto en el Código Penal, se aplicaa las personas jurídicas involucradas en los delitos no comprendidos en dicha ley. Desde laperspectiva del legislador, las consecuencias accesorias serían no más que un sustituto delas sanciones penales a las personas jurídicas, de manera tal que se deberían ir eliminandocon la progresiva ampliación de la responsabilidad penal de las personas jurídicas a losdistintos delitos. Así, cuando la LRPJ admita finalmente el castigo de la persona jurídica por

prevención de delitos: Análisis jurídico a partir de la Ley 30424 y del principio de culpabilidad penal», Advocatus
33, p. 237; Chanjan, R./Puchuri, F., (2018), «Criminal compliance empresarial: Nuevo mecanismo de lucha contra la
corrupción», Anticorrupción y Justicia penal, Boletín N° 2, p. 6, nota 14.
8 En este sentido, García Cavero, 2016): 149; Arbulú Ramírez, J. A. (2016), «Fraude de etiquetas en la responsabilidad
de las personas jurídicas de la Ley N° 30424», Actualidad Penal 25, p. 67; Prado Saldarriaga, V. (2016), Consecuencias
jurídicas del delito, Lima, p. 300; Quispe Aguedo, A. (2018), «Análisis actual sobre la responsabilidad de personas
jurídicas y la vigencia del Acuerdo Plenario N° 7-2009/CJ-116», Ius Puniendi 6, p. 276; Caro, J./Reaño, J. (2022),
«Responsabilidad penal de la empresa y criminal compliance. Aspectos sustantivos y procesales», Forseti Revista de
Derecho Vol. 11, Nº 15, p. 12.
9 Vid., Reyna Alfaro, L. (2019), La defensa penal de la persona jurídica, Lima, p. 201 y s.; García Cavero, 2021: 157.
10 Vid., García Cavero, 2021: 160.
11 Vid., con mayores referencias, García Cavero, P. (2019), Derecho Penal, Parte General, Lima, p. 1103; Arbulú
Ramírez, 2016: 59. En la Casación Nº 864-2017 Nacional se acoge con claridad este planteamiento (Fundamento
Noveno).
12 García Cavero, P. (2018), «Sanciones penales para las personas jurídicas», en Anuario de Derecho Penal 2015-2016:
Problemas actuales de política criminal, Hurtado Pozo (dir.), Lima, p. 177.
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cualquier delito (un catálogo abierto), entonces ya no habrá un espacio dogmático para lasconsecuencias accesorias.

2.2 ¿Heterorresponsabilidad, autorresponsabilidad o modelo mixto?El artículo 3 de la LRPJ establece que las personas jurídicas son responsables por losdelitos señalados en el artículo 1, cuando éstos hayan sido cometidos en su nombre o porcuenta de ellas, y en su beneficio, directo o indirecto, por:
“a. Sus socios, directores, administradores de hecho o derecho, representantes legales o
apoderados de la persona jurídica, o de sus filiales o subsidiarias, bajo cualquiera de las
modalidades de autoría y participación previstas en el Código Penal.
b. La persona natural que, estando sometida a la autoridad y control de las personas
mencionadas en el literal anterior, haya cometido el delito bajo sus órdenes o autorización.
c. La persona natural señalada en el literal precedente, cuando la comisión del delito haya
sido posible porque las personas mencionadas en el literal a. han incumplido sus deberes de
supervisión, vigilancia y control sobre la actividad encomendada, en atención a la situación
concreta del caso”.De lo anterior se desprende que la responsabilidad de la persona jurídica requiereque una persona natural ejecute fácticamente un delito vinculado con la persona jurídicapor dos aspectos. Por un lado, la persona natural ejecutante debe estar vinculada con laorganización de la persona jurídica de tres formas posibles: como miembro apical, comomiembro encargado o como miembro supervisado. Por otro lado, el delito debe estarvinculado con las actividades de la persona jurídica a partir de dos requisitos que debenconcurrir conjuntamente: que la persona natural haya cometido el delito en nombre o porcuenta de la persona jurídica y en beneficio directo o indirecto de ésta.Dada la exigencia legislativa de una ejecución del delito por una persona natural, podríasostenerse que el sistema de responsabilidad acogido por la LRPJ se corresponde con elmodelo de heterorresponsabilidad, pues la persona jurídica sería responsable del delitocometido por la persona natural13 . Sin embargo, esta conclusión se torna dudosa, cuandomás adelante el artículo 12 de la LRPJ admite, como una eximente de responsabilidad porlo menos para los sujetos encargados y supervisados, el hecho de que la persona jurídica,antes de la comisión del delito, haya adoptado e implementado en su organización unmodelo de prevención con medidas de vigilancia y control idóneas para prevenirlo o reducirsignificativamente el riesgo de su comisión. No queda claro, entonces, cuál sería la razón por laque se responsabiliza a la persona jurídica: si por haberse beneficiado del delito cometido poruna persona natural que actuó en su nombre o por cuenta suya, o por no haber adoptado unsistema de prevención idóneo para evitar la comisión del delito.Para salir del dilema podría optarse por asumir un modelo mixto, en el que la atribuciónde responsabilidad a la persona jurídica exija, además de la conexión con el delito ejecutadopor la persona natural, un “aporte” organizacional al delito por parte de la entidad colectiva.Esta combinación de hetero y autorresponsabilidad no es, sin embargo, del todo satisfactoria,pues implica cargar un factor ajeno, aunque sea en parte, a la responsabilidad de la personajurídica, lo que resulta incompatible con el principio de culpabilidad por hecho propio

13 Así, Balmaceda Quirós, 2017: 28.
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recogido en el artículo VII del Título Preliminar del Código Penal Peruano. Por ello, la únicalectura válida sería la que se sigue un modelo de autorresponsabilidad14 . La exigencia legal deuna ejecución del delito por parte de una persona natural se explicaría en el hecho de que laresponsabilidad de la persona jurídica requiere de una intervención necesaria de la personanatural a nivel puramente fáctico, pero la competencia penal de cada quien se determina deforma independiente15 . En consecuencia, la persona jurídica será penalmente responsable,si es que está organizada de tal manera que no estableció controles razonables al delitoejecutado materialmente por personas naturales vinculadas a ella, a quienes, por su parte, seles podrá también imputar el delito con los criterios de determinación de la responsabilidadpenal individual. Esta deficiente organización de la persona jurídica se expresa en la falta deun modelo de prevención, o en contar con uno que no es idóneo o que simplemente no hafuncionado.

2.3 El ámbito subjetivo de aplicaciónEl artículo 2 de la LRPJ establece que, a efectos de esta ley, son personas jurídicas lasentidades de derecho privado, así como las asociaciones, fundaciones, organizaciones nogubernamentales y comités no inscritos, las sociedades irregulares, los entes que administranun patrimonio autónomo y las empresas del Estado peruano o sociedades de economía mixta.También tendrán esa calidad las personas jurídicas extranjeras, cuando realicen o desarrollensus actividades directa o indirectamente en el territorio nacional a través de cualquiermodalidad societaria, contractual o empresarial, en cuyo marco se cometa alguno de losdelitos previstos en la LRPJ. Por otro lado, del tenor del artículo 3 de la LRPJ se desprende quelas personas jurídicas que tengan la calidad de matrices podrán ser consideradas igualmenteresponsables, cuando las personas naturales de sus filiales o subsidiarias, que incurran encualquiera de las conductas sancionadas, hayan actuado bajo sus órdenes, autorización o consu consentimiento.Se establece también que el cambio de nombre, denominación o razón social, lareorganización societaria, transformación, escisión, fusión, disolución, liquidación o cualquieracto que pueda afectar la personalidad jurídica de la entidad, no impiden la atribución deresponsabilidad a la misma. En el caso de una fusión o escisión cuyo objetivo no es eludir lasanción, cabe igualmente sancionar a la persona jurídica absorbente con una multa en funcióndel patrimonio transferido, siempre que el delito haya sido cometido antes de la fusión oescisión (tercer párrafo del artículo 2 de la LRPJ). Esta sanción, sin embargo, no procederási, previo al proceso de fusión o escisión, la persona jurídica absorbente realizó un adecuadoproceso de debida diligencia consistente en la adopción de acciones razonables orientadas adeterminar que la persona jurídica fusionada o escindida no ha incurrido en la comisión decualquiera de los delitos previstos en la LRPJ16 . Lo llamativo es que la figura de la sociedadabsorbente se presenta solamente en la fusión por absorción o en ciertas formas de escisión,
14 Igualmente, Alpaca Pérez, A., (2016), «Algunos apuntes sobre la presunta responsabilidad penal de las personas
jurídicas y sobre los programas de cumplimiento empresarial (Compliance programs) en los Proyectos de Ley Nº
4054/2014-PE y Nº 3492/2013-CR», Actualidad Penal 15, p. 217; Chanjan Documet, R. (2018), «La responsabilidad
penal de las personas jurídicas: ¿Un olvido o reinterpretación de los principios del Derecho penal?», Ius Puniendi 8, p.
83; Ruiz, C./Palomino, W. (2016), «Incorporación de la responsabilidad penal autónoma de las personas jurídicas en el
dictamen sobre el nuevo Código Penal: ¿Ahora sí necesito un criminal compliance?», Actualidad Penal 22, p. 82.
15 Vid., García Cavero, 2016: 151. Igualmente, con los conceptos de presupuesto y fundamento de la responsabilidad
penal de la persona jurídica, Caro/Reaño, 2022: 17.
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pero no en todas escisiones y tampoco en la fusión por incorporación. Ante este vacío podríasostenerse que, por tratarse de una situación similar, cabría utilizar esta misma regla. Talpretensión, sin embargo, no sería compatible con la prohibición de la analogía.

2.4 Las sancionesLas sanciones aplicables a personas jurídicas pueden ser de diversas clases: Multa,inhabilitación (como la suspensión de sus actividades, la prohibición temporal o definitivade sus actividades y la inhabilitación definitiva para contratar con el Estado), cancelaciónde autorizaciones administrativas, clausura temporal o definitiva de sus locales oestablecimientos y, finalmente, la disolución. A diferencia de las personas físicas, las sancionespara las personas jurídicas no están previstas por cada delito, sino que el artículo 5 de la LRPJdeja en manos del Ministerio Público solicitar al juez la que estime conveniente, pudiendoser una o varias sanciones17 . Esta regla de discrecionalidad tiene, sin embargo, ciertasexcepciones. Así, la inhabilitación de contratar con el Estado se debe imponer cuando el delitoes cometido en el marco de un proceso de contratación pública (artículo 8 de la LRPJ), lacancelación de licencias o autorizaciones cuando el delito estuviese destinado a la obtenciónde las mismas (artículo 9 de la LRPJ) y la disolución cuando la persona jurídica fue creaday operada para favorecer, facilitar o encubrir la comisión del delito (artículo 10 de la LRPJ).De manera complementaria, el Juez puede ordenar a la autoridad competente que dispongala intervención de la persona jurídica para salvaguardar los derechos de los trabajadores yacreedores (artículo 6 de la LRPJ), o decretar el decomiso de instrumentos, objetos, efectos yganancias del delito (artículo 11 de la LRPJ).
2.5 La exención y la atenuación de la responsabilidadEl artículo 12 de la LRPJ exime de responsabilidad a la persona jurídica si ésta, conanterioridad a la comisión del delito, adoptó e implementó un modelo de prevención conmedidas de vigilancia y control idóneas para prevenirlo o reducir significativamente el riesgode su comisión. Esta exención solamente procede respecto de delitos cometidos por miembrosencargados o supervisados. En el caso de delitos cometidos por miembros apicales, laadopción e implementación previa de un modelo de prevención no exime de responsabilidada la persona jurídica, pero la hace acreedora de una atenuación privilegiada de la sanción:una multa que puede ser reducida hasta en un noventa por ciento. De manera general, secontempla también una atenuación de la sanción si, antes del delito, la persona jurídicacontaba con un modelo de prevención que reune algunos de los elementos mínimos o si,después de la comisión de delito, implementa un modelo de prevención.

16 Vid., Sota Sánchez, A., (2021), «Due diligence de compliance penal en operaciones de M&A como criterio para
evitar la transferencia automática de responsabilidad penal a la persona jurídica adquiriente o resultante, en el marco
de la Ley N.º 30424», Ius Inkarri 10(10), p. 77 y ss.
17 Vid., Caro Coria, C. (2020), «La responsabilidad de las personas jurídicas en el Perú y los criminal compliance
programs como atenuantes y eximentes de la responsabilidad de la persona jurídica», en Responsabilidad penal de
directivos y de empresas, Ambos/Caro/Urquizo (coord.), Lima, p. 167.
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LOS SISTEMAS DE CUMPLIMIENTO Y SU EFECTO EN LA RESPONSABILIDAD DE PERSONAS JURÍDICAS EN EL PERÚ
3. EL MODELO DE PREVENCIÓNLa idoneidad del modelo de prevención tiene tres manifestaciones: Una idoneidadtemporal que exige que el modelo de prevención haya sido adoptado e implementado enla organización con anterioridad al delito, una idoneidad de procedimiento que obliga a laobservancia de ciertas condiciones en la implementación de dicho modelo y una idoneidadde contenido que requiere que el modelo de prevención cuente con medidas de vigilanciay control idóneas para evitar el delito o reducir significativamente el riesgo de su comisión.La LRPJ y su Reglamento (el Decreto Supremo N° 02-2019-JUS) precisan cuáles son lascondiciones de idoneidad del procedimiento de implementación del modelo de prevención,siendo posible diferenciar, por un lado, los presupuestos y, por el otro, los elementos mínimos.

3.1 Los presupuestos del modelo de prevención

A. La preparación del proceso de evaluación de riesgosLa implementación de un modelo de prevención debe partir de una decisión de la altadirección de la persona jurídica de iniciar un proceso de identificación y evaluación de riesgosde comisión de delitos con la finalidad de elaborar un perfil de riesgo. La Superintendenciadel Mercado de Valores (SMV) sugiere, en el documento titulado “Lineamientos para la
implementación y funcionamiento del modelo de prevención”, dar cierta publicitación a la tomade esa decisión, de manera que se promueva con ello la participación y cooperación delpersonal, así como también el involucramiento de los socios comerciales y partes interesadas.Asimismo, el artículo 10 del Reglamento de la LRPJ recomienda definir las funciones yresponsabilidades operativas de la persona designada para esta labor, los procesos operativosque realizará y quién se encargará de supervisarla.

B. La elaboración del perfil de riesgoEl modelo de prevención debe elaborarse con base en el perfil de riesgo de la personajurídica, en el que se identifique y evalúe los riesgos inherentes y residuales de acuerdo con sutamaño, naturaleza, características y la complejidad de sus operaciones Los riesgos inherentesson aquellos a los que se encuentra expuesta en el desarrollo de sus actividades y que, por lotanto, deben ser razonablemente prevenidos; mientras que los riesgos residuales son aquellosque van a permanecer a pesar de los mecanismos de prevención y frente a los cuales se debentomar, en todo caso, medidas de gestión de su impacto. Con la evaluación de estos riesgos seobtiene el perfil de riesgo, lo que permite conocer el grado de vulnerabilidad de la personajurídica de verse involucrada en la comisión de delitos como consecuencia del ejercicio de susactividades.Para la construcción del perfil de riesgo el artículo 13 del Reglamento de la LRPJ señalaque se pueden seguir los siguiente pasos: i) La identificación de todos los procesos queson parte del funcionamiento de la persona jurídica; ii) La determinación del objetivo delproceso; iii) A partir de los contextos internos y externos aplicables a la persona jurídica,la determinación de las causas o agentes generadores del riesgo; iv) La identificación ydefinición de manera clara y precisa de los riesgos inherentes y residuales al proceso quese evalúa, definiendo cada uno de los elementos que lo componen y la forma o modo en elque podrían darse; y v) La determinación de las consecuencias generadas o que se podríangenerar por la materialización de un riesgo. Más allá de la metodología utilizada, el perfil de
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riesgo debe contener la identificación y evaluación de los riesgos de comisión de delitos porlos que la persona jurídica podría responder.La identificación de riesgos se realiza teniendo en cuenta las específicas actividadesde la persona jurídica. Para esta identificación se pueden utilizar fuentes de informaciónde procedencia interna o externa (artículo 16 del Reglamento de la LRPJ). De especialimportancia es la determinación del contexto interno y externo de la persona jurídica queexplica la aparición de los riesgos de infracción penal, pues sólo con esa información podrándefinirse mecanismos adecuados para mitigarlos. Dentro del contexto interno cuentan eltamaño o estructura de la organización, la complejidad de las operaciones, los objetivos yestrategias corporativas o el modelo de negocio. Por su parte, el contexto externo está referidoa aspectos como los factores sociales, culturales, políticos, legales o ambientales, el entornoregulatorio, la ubicación geográfica, el sector del mercado o las interactuaciones con terceroscomo socios, proveedores o funcionarios públicos (artículo 17 del Reglamento de la LRPJ).La evaluación de los riesgos se encarga de establecer, en términos cuantitativos y/ocualitativos, la magnitud de los riesgos inherentes (artículo 18 del Reglamento de la LRPJ). Deesta manera, pueden precisarse qué riesgos son los más relevantes y priorizar los recursosdisponibles para su mitigación. De acuerdo con el artículo 19 del Reglamento de la LRPJson fundamentalmente dos los factores para determinar la magnitud de los riesgos: laprobabilidad de materialización (artículo 20 del Reglamento de la LRPJ) y el impacto sobre lapersona jurídica (artículo 21 del Reglamento de la LRPJ).La identificación y la evaluación de riesgos deben ser continuamente revisados. Estarevisión debe hacerse cada cierto tiempo o activarse por situaciones detonantes como elingreso a nuevos mercados, una fusión o adquisición, etc. En relación con este último punto,el artículo 7 del Reglamento de la LRPJ señala que se realizará cada vez que se produzcancambios estructurales o de organización, o ante alguna circunstancia endógena o exógenarelevante que amerite la realización de una nueva evaluación de riesgos con la finalidadde permitir a la persona jurídica realizar los ajustes al modelo de prevención que resultennecesarios.

C. La formulación de una política de cumplimientoEl artículo 32 del Reglamento de la LRPJ establece que la persona jurídica debe formularuna política de cumplimiento debidamente documentada que prohíba la comisión de delitos.Como expresión básica de su rechazo a la comisión de delitos, esta política debe manifestarexpresamente que los órganos de gobierno, de administración, de la alta dirección y losmandos medios asumen el compromiso y el liderazgo en la implementación, ejecución ysupervisión del modelo de prevención. Los socios comerciales y a las partes interesadas debenser informados del compromiso de la persona jurídica de prohibir la comisión de delitos,buscando su adhesión a dicho compromiso.
3.2 Los elementos mínimos del modelo de prevención

A. La designación de un encargado de prevenciónEl máximo órgano de administración de la persona jurídica, o quien haga sus veces,debe designar un encargado de prevención que, conforme al artículo 35 del Reglamento dela LRPJ, se ocupe de velar por la aplicación, ejecución, cumplimiento y mejora continua del
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modelo de prevención. Tratándose de las micro, pequeña y mediana empresas, ese cargopuede ser asumido directamente por el órgano de la administración. Condiciones básicas parael desempeño de su labor son la autonomía, la independencia funcional y la autoridad18 .Mientras que la LRPJ es explícita al exigir que el encargado de prevención debe ejercer sufunción con autonomía, el artículo 35.2 del Reglamento de la LRPJ alude a su independencia yautoridad. La autonomía significa que el encargado de prevención no está sujeto a directricesu órdenes de los órganos de dirección de la persona jurídica. La independencia, por suparte, tiene su expresión más básica en la asignación de los recursos necesarios para elcumplimiento de su función. En cuanto a la autoridad, ésta se expresa en el reconocimientode facultades como pedir información, inspeccionar dependencias sin autorización previa,revisar la documentación pertinente, entre otras más.

B. La definición de acciones de mitigación de los riesgos
identificadosEl artículo 22 del Reglamento de la LRPJ establece que las acciones de mitigación de losriesgos identificados de comisión de delitos constituyen una parte fundamental del modelode prevención. Se trata de reducir razonablemente el riesgo inherente identificado y, respectode los riesgos residuales, establecer procedimientos para gestionar adecuadamente los efectoslesivos que pudiesen producirse. En consonancia con ello, el Reglamento de la LRPJ estableceque las medidas de prevención o control deben ser proporcionales, razonables y adecuadasa la probabilidad o consecuencias de los riesgos inherentes priorizados y de los riesgosresiduales.En la LRPJ no se precisa cuáles son las acciones de mitigación que la persona jurídica debedesplegar19 . Por lo tanto, se encuentra habilitada a implementar, de acuerdo con el principiode autorregulación reconocido en el artículo 31 del Reglamento de la LRPJ, las medidasque, según las particularidades de su organización, considera adecuadas. Hay, sin embargo,algunas referencias a acciones de mitigación concretas. El artículo 34 del Reglamento de laLRPJ señala, por ejemplo, que la persona jurídica debe, en ámbitos especialmente sensiblesvinculados con su actividad u objeto social, establecer políticas para mitigar de riesgos decomisión de delitos (por ejemplo, los pagos de facilitación, regalos, auspicios, hospitalidad,viajes, entretenimiento, contribuciones a campañas políticas y conflictos de intereses). Delmismo modo, los artículos 23 y 24 del Reglamento de la LRPJ establece que debe tambiénimplementar controles financieros y no financieros. Finalmente, el artículo 25 del Reglamentode la LRPJ señala que la persona jurídica debe contar con procedimientos de debida diligenciasobre las operaciones, proyectos, actividades, socios comerciales o incluso el personal con lafinalidad de ponderar con mayor profundidad y detalle la entidad de los riesgos inherentes oresiduales identificados.Las acciones de mitigación no se circunscriben a medidas de prevención de delitos, sinoque también abarcan aquellas dirigidas a la detección de los delitos que no se han podidoprevenir para evitar la continuidad de sus efectos lesivos. En ese sentido, el primer párrafodel artículo 38 Reglamento de la LRPJ establece la necesidad de que la persona jurídicaimplemente “procedimientos que garanticen la interrupción o remediación rápida y oportuna

sobre irregularidades, violaciones y/o daños generados como consecuencia del incumplimiento

18 Vid., García Cavero, 2017: 61 y s.; Caro/Reaño, 2022: 32.
19 Vid., García Cavero, 2017: 49.
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del modelo de prevención”. Lo que llama, sin embargo, la atención es que LRPJ establezcaque, para gozar de la exención de pena, el modelo de prevención debe contar con medidasde vigilancia y control idóneas que le permitan a la persona jurídica prevenir los delitos oreducir significativamente el riesgo de su comisión. Podría concluirse entonces que, si bien lasacciones de mitigación incluyen medidas de prevención del delito y medidas de neutralizaciónde sus efectos lesivos, la idoneidad del modelo de prevención de cara a la obtención delbeneficio de la exención de sanción se circunscribe únicamente a las medidas de prevención.

C. La difusión y la capacitación periódica del modelo de
prevenciónOtro elemento mínimo del modelo de prevención es su difusión y la capacitaciónperiódica en todos los niveles de la persona jurídica. Conforme al artículo 41.2 del Reglamentode la LRPJ, las acciones de difusión y capacitación deben desarrollarse por los mediosmás idóneos y, cuando menos, una vez al año con la finalidad de transmitir los objetivosdel modelo de prevención a todos los trabajadores y directivos, independientemente dela posición o función que ejerzan, así como también a los socios comerciales y partesinteresadas cuando corresponda. En el Reglamento se establecen como puntos necesariosde las capacitaciones: a) La política de cumplimiento, los procedimientos implementados,el modelo de prevención y el deber de cumplimiento; b) Los riesgos de incurrir en delitoy sus consecuencias para la organización y para el trabajador; c) Las circunstancias en lasque puede presentarse alguna situación que implique un riesgo de comisión de delito en elmarco de las funciones y actividades que el trabajador desempeña en la organización; d) Lasformas de reconocimiento y enfrentamiento de las situaciones de riesgo; e) La identificaciónde los canales de comunicación y/o de los procedimientos de denuncia; f) Las formas decolaboración para la prevención de riesgos y para la mejora del modelo de prevención; g)Las consecuencias legales del incumplimiento del modelo de prevención; y h) la informaciónsobre los recursos de capacitación disponibles.
D. La integración del modelo de prevención en los procesos
comerciales de la persona jurídicaLas medidas de mitigación de riesgos adoptadas deben integrarse en la actividad de lapersona jurídica (artículo 37 del Reglamento de la LRPJ). Sin perjuicio de otros procesos quepueda determinar la persona jurídica en su autorregulación, la integración del modelo debeproducirse en: i) las relaciones o vínculos con los socios comerciales y partes interesadas;ii) los procedimientos de contratos administrativos o de cualquier interacción con el sectorpúblico, aunque medien terceros, tales como el pago de impuestos, obtención de permisos,licencias y certificados a nivel nacional e internacional; iii) el uso de los recursos financieros,los cuales abarca a los diferentes tipos especiales de gastos que puede incurrir la personajurídica, tales como regalos, hospitalidad, viajes, entretenimiento, contribuciones políticas,contribuciones filantrópicas y patrocinios; y, iv) las fusiones, adquisiciones y reestructuraciónde las personas jurídicas.
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E. Las medidas de documentaciónEl artículo 4.5 del Reglamento de la LRPJ señala que la persona jurídica debe documentary evidenciar todos los elementos que sustenten que el modelo de prevención funcionaadecuadamente. Con una mayor precisión, el artículo 8 del Reglamento de la LRPJ estableceque la documentación debe alcanzar a las actividades y los parámetros operativos sobre losmomentos de identificación, evaluación y mitigación de riesgos penales, su frecuencia, lasfuentes, la recolección de datos, los procedimientos, las personas u órganos involucrados, losflujos de información, los informes relacionados y demás ejercicios vinculados al proceso degestión de riesgos penales. La información recabada puede ser conservada de modo separadocomo parte del modelo de prevención o como parte de otro sistema que la persona jurídicahubiera implementado con anterioridad. Para dicho fin se podrá usar documentos de fechacierta o cualquier medio físico o electrónico que permita tener certeza de su contenido y eltiempo de su elaboración o emisión.
F. El registro de actividades y la implementación de controles
internosEl registro de actividades está contemplado en el artículo 36.1 del Reglamento de laLRPJ, en donde se establece la necesidad de implementar un sistema de control contabley financiero que asegure el registro de todas las actividades de la persona jurídica, lo queincluye el registro adecuado de libros y cuentas. Ninguna transacción, operación o negociopuede quedar al margen de este registro. El artículo 36.2 de la LRPJ dispone además laimplementación de controles internos con la finalidad de verificar que la política y medidasdel modelo de prevención se están aplicando de modo adecuado. Esta implementación estaráa cargo del órgano de gobierno o administración de la persona jurídica, correspondiéndole alencargado de prevención su supervisión y a un auditor interno o externo su evaluación.
G. La implementación de procedimientos de denunciaEl incumplimiento del modelo de prevención debe ser detectado para adoptar medidasque contribuyan a gestionar las consecuencias lesivas. Para ello resulta fundamental que losórganos de control puedan recibir información al respecto de quienes la tengan. En estesentido, el artículo 17 de la LRPJ exige la implementación de procedimientos de denuncia,por medio de los cuales los trabajadores o personas vinculadas a la persona jurídica reportencualquier sospecha de intento o ejecución de un delito, así como de cualquier otro actoque determine el incumplimiento o debilidad del modelo de prevención (artículo 39.1 delReglamento de la LRPJ). Una condición básica para su funcionamiento es que sean confiablespara el denunciante. De conformidad con el artículo 40 del Reglamento de la LRPJ, esteprocedimiento debe contar por lo menos con: a) Descripción, a modo de ejemplo, de lasconductas delictivas que pueden denunciarse; b) Identificación del encargado de prevencióny su información de contacto; c) Protección para el denunciante por parte de la organización;d) Canales de denuncia disponibles; e) Definición y descripción de los elementos mínimos quedebe contener una denuncia para que sea considerada como tal; f) Definición y descripcióndel mecanismo de recepción de denuncias; y, g) Definición y descripción del procedimiento deinvestigación y de la presentación de los resultados.
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H. El establecimiento de medidas disciplinarias y/o sanciones a
quienes incumplan el modelo de prevenciónEn caso de incumplimiento del modelo de prevención, el segundo párrafo del artículo 38del Reglamento de la LRPJ establece que la persona jurídica debe prever sanciones para losque, conforme a la investigación interna, resulten responsables. Si bien no se indica cómo debetener lugar esta investigación, los “Lineamientos para la implementación y funcionamiento

del modelo de prevención” emitidos por la SMV señalan que debe definirse el procedimientoy las técnicas de investigación, cautelando la imparcialidad e independencia de la personaencargada de realizarla y asegurando el respeto de los derechos fundamentales de losinvestigados. Las sanciones a los encontrados responsables en la investigación interna nopueden imponerse de cualquier forma, sino que deben haberse previamente establecido deforma clara como respuesta a la falta de observancia del modelo de prevención. El tercerpárrafo del artículo 38 del Reglamento de la LRPJ señala además que, si de la investigacióninterna se desprende la posible comisión de un delito, éste podrá ser puesto en conocimientode las autoridades competentes, correspondiéndole al encargado de prevención realizar ysupervisar esta denuncia.
I. Evaluación y monitoreo continuo del modelo de prevención y la
mejora continua del modelo de prevenciónEl funcionamiento del modelo de prevención debe ser monitoreado, evaluado y mejoradocontinuamente por el órgano de gobierno o administración de la persona jurídica. Parapoder llevar a cabo el proceso de evaluación del modelo de prevención la persona jurídicadebe contar con mecanismos de retroalimentación y otros procesos internos igualmenteidóneos. La evaluación debe ser periódica (por lo menos una vez al año, según el 42.2. delReglamento de la LRAPJ) o activarse a raíz de eventos concretos que pongan en evidenciaposibles deficiencias del modelo20 . El proceso de evaluación debe estar referido, comomínimo, a los siguientes aspectos: a) El funcionamiento del modelo de prevención; b) Lasfallas y/o debilidades encontradas; c) El detalle de las acciones correctivas realizadas; d)La eficacia de las medidas adoptadas para hacer frente a los riesgos identificados; y e)Las oportunidades de mejora del modelo de prevención (artículo 42.2. del Reglamento). Serecomienda que la evaluación sea realizada por un evaluador externo independiente y conconocimiento especializado en el ramo. A partir de la evaluación realizada los evaluadoresdeberán formular recomendaciones para el mejoramiento del modelo de prevención, las quedeben ser implementadas en la medida de lo posible.

4. ASPECTOS PROCESALES

4.1 El informe técnico como presupuesto de procedibilidadEl artículo 18 de la LRPJ establece que, si una persona jurídica alega contar con un modelode prevención, el Fiscal solamente le podrá formalizar investigación preparatoria si es quecuenta con un informe técnico emitido por la Superintendencia del Mercado de Valores (SMV).
20 Vid., Reaño Peschiera, J. (2021), «Los programas de prevención y gestión de riesgos penales bajo la mirada de las
autoridades: estándar probatorio y criterios para valorar su idoneidad», LA LEY Compliance Penal Nº 4, p. 14.
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En este informe técnico, la referida agencia de supervisión deberá analizar la implementacióny el funcionamiento del referido modelo de prevención en relación con el delito imputado. Elplazo para su emisión es de 90 días, computados desde el día siguiente de la recepción de lasolicitud. De manera excepcional, este plazo puede extenderse por un período igual en funcióna la complejidad del caso, tamaño y ubicación de la persona jurídica, u otras condiciones oparticularidades.Para la elaboración del informe técnico la SMV deberá tener en consideración losestándares internacionales sobre el modelo de prevención y las buenas prácticas en elgobierno corporativo. Un acercamiento a los criterios que en ese sentido utilizaría la SMV sepuede conseguir con la lectura del documento expedido por esta institución en el 2021 bajo eltítulo de “Lineamientos para la implementación y funcionamiento del modelo de prevención”.Si bien no establece ahí la metodología o criterios que utilizará para elaborar el informetécnico, ponen de manifiesto su manera de interpretar las exigencias legales al modelo deprevención para exonerar de responsabilidad penal a las personas jurídicas. En ese sentido,se hace mención a una serie de evidencias de la implementación y el debido cumplimientoen relación con cada elemento mínimo del modelo de prevención. Pese a que se alude adiversas evidencias, está claro que se trata simplemente de una enumeración ejemplificativaque no excluye la aportación y valoración de otras evidencias por parte de la SMV. Del mismomodo, debe quedar claro que el informe técnico no constituye una evaluación tasada que exijala necesaria aportación de todas las evidencias mencionadas en los lineamientos, sino quecada una de las evidencias tendrá una fuerza de convicción que la SMV tendrá que valorar almomento de pronunciarse.La persona jurídica que alega contar con un modelo de prevención, debe brindar lainformación y documentación respectiva, así como otorgar a la SMV las facilidades necesariaspara que emita el informe técnico. En ese sentido, el artículo 46 del Reglamento de la LRPJestablece que la Fiscalía debe poner a disposición de la SMV copia de toda la documentaciónque haya sido presentada por la persona jurídica para sustentar la implementación yfuncionamiento del modelo de prevención. En caso de requerir mayor información, la SMVestá autorizada por el artículo 21 de la LRPJ para: 1. Requerir a la persona jurídica lainformación y documentación necesaria sobre su modelo de prevención; 2. Realizar visitasde evaluación del modelo de prevención a la persona jurídica, tomar declaraciones al personalque labora en ésta y a los terceros con los que mantenga o hubiere mantenido una relacióncomercial o contractual, así como a cualquier otro cuya declaración o aporte coadyuve a losefectos de la emisión del informe técnico, lo que queda plasmado en soporte físico o digital.Si la persona jurídica no entrega la información o documentación en el plazo para la emisióndel informe o se niegue a colaborar en las visitas de evaluación, la SMV emitirá un informeindicando dicha situación y la imposibilidad de concluir la implementación o funcionamientodel modelo de prevención. Cuando el delito imputado a la persona natural sea lavadode activos o financiamiento al terrorismo, la SMV y el supervisor competente en materiade prevención de lavado de activos y financiamiento al terrorismo pueden intercambiarinformación referida al modelo de prevención y el sistema de prevención de lavado de activosy financiamiento al terrorismo, respectivamente.
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4.2 El uso de la información de las investigaciones internas en el
proceso penalNada se opone a que la persona jurídica pueda aportar a la investigación fiscal lainformación obtenida en el desarrollo de una investigación interna, siempre que las evidenciasse hayan obtenido por actos de investigación proporcionales y no se haya afectado derechosfundamentales como el secreto de las comunicaciones, la intimidad o el entorno digital delos investigados. Así lo ha sostenido la Corte Suprema de la República, en el caso concretodel acceso a la información contenida en el correo electrónico institucional de un trabajador,señalando que, mientras se trate de un acceso proporcional y no haya una expectativa deintimidad por parte del trabajador, será posible aportar esa información como prueba alproceso penal (R.N. Nº 817-2016 Lima). Lo que se discute es la posibilidad de que el Fiscalacceda a la información de las investigaciones internas por medio de medidas como elallanamiento y la incautación de documentos. Si bien la LRPJ no dice nada al respecto, noparece razonable permitir este acceso a la información de las investigaciones internas sin laautorización de la persona jurídica, pues con ello se desincentivaría la implementación desistemas de detección eficientes. En este orden de ideas, se ha propuesto el reconocimientodel compliance privilege para impedir precisamente la valoración probatoria de estainformación, mientras no haya sido aportada voluntariamente por la persona jurídica21 .
4.3 La prueba del modelo de prevenciónAl informe técnico de la SMV el artículo 18 de la LRPJ le atribuye la condición de unapericia institucional22 , lo que podría llevar a pensar que sería una especie de prueba plenasobre la idoneidad del modelo de prevención. Sin embargo, tal interpretación no sólo iríaen contra del sistema de valoración de la prueba en el proceso penal, sino es descartadacompletamente en la última modificación aprobada por el Congreso. En efecto, en el artículo19 a la LRPJ se establece que el informe de la SMV se debe valorar junto con los demáselementos probatorios incorporados en la investigación o el proceso.El que el objeto regular del informe técnico de la SMV sea determinar si la personajurídica contaba con un modelo de prevención idóneo, eso no obsta a que pueda ocuparse, deser el caso, de otros aspectos igualmente relevantes para el juicio de responsabilidad penal dela persona jurídica. Así, podría establecer si, antes de la comisión del delito, existía un modelode prevención en funcionamiento que cumplía con algunos elementos mínimos del modelode prevención de cara a la aplicación de la atenuante por implementación de un modelo deprevención imperfecto. Del mismo modo, podría precisar también si con posterioridad a lacomisión del delito se implementó un modelo de prevención idóneo, de manera que se puedadecidir la procedencia de la atenuante por la adopción posterior de un modelo de prevenciónidóneo23 . Otro aspecto que igualmente podría precisar es si el miembro individual que

21 Vid., al respecto, Goena Vives, B. (2021), «Responsabilidad penal de las personas jurídicas y nemo tenetur: análisis
desde el fundamento material de la sanción corporativa», RECPC 23-22, p. 16 y s.
22 De acuerdo con el Acuerdo Plenario N° 2-2007 una pericia institucional es aquella que es elaborada por órganos
públicos como consecuencia de su propia misión institucional.
23 Vid., García Cavero, P. (2020), «Cuestiones básicas sobre la prueba del criminal Compliance en el proceso penal»,
LA LEY Compliance Penal Nº 3, p. 8.
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cometió el delito eludió controles razonablemente establecidos por el modelo de prevención,en cuyo caso la persona jurídica no será sancionada24 .En cuanto al valor probatorio que cabe atribuir a la certificación del modelo deprevención, el Proyecto de la LRPJ contemplaba inicialmente la posibilidad de unacertificación del modelo de prevención, como sucede, por ejemplo, en la regulación chilena25 ,aunque en su redacción final esa posibilidad fue eliminada. Eso no significa, sin embargo,que las certificaciones carezcan de relevancia en el proceso acreditativo de la idoneidaddel modelo de prevención. Reglamentariamente se ha establecido que la SMV puede teneren cuenta, al momento de expedir su informe técnico, la existencia de certificacionesrelacionadas con los sistemas de gestión de riesgos, gestión de compliance o de gestiónantisoborno que la persona jurídica hubiese obtenido, en la medida que hayan sido emitidospor parte de entidades especializadas del Perú o del exterior. En esa misma línea, los“Lineamientos para la implementación y funcionamiento del modelo de prevención” emitidospor la SMV señalan que la emisión de su informe técnico podrá tener en cuenta la existenciade certificaciones obtenidas por la persona jurídica, empero éstas sólo serán referenciales,mas no vinculantes para la evaluación de la SMV, esto es, por sí solas no constituyen factoresdeterminantes para sustentar la opinión que será vertida en el informe técnico, sino quedeberán ser evaluadas y valoradas conjuntamente con otras evidencias recolectadas.

4.4 La colaboración eficaz de la persona jurídicaEl artículo 472 del Código Procesal Penal habilita al Fiscal a celebrar acuerdos decolaboración eficaz con personas jurídicas, otorgándoles ciertos beneficios punitivos quedeben ser validados judicialmente. Esos beneficios pueden ser la exención de sanción, ladisminución de la sanción por debajo del mínimo legal o la remisión de la sanción que estécumpliendo26 . A estos beneficios cabe agregar también la conversión de la sanción impuestapor una multa. Lo que llama particularmente la atención es que no se haya contempladocomo beneficio la posibilidad de sustituir la sanción correspondiente por la obligación deimplementar un modelo de prevención idóneo.Para hacerse acreedora de los beneficios previstos la persona jurídica debe admitir,primero, su responsabilidad en el delito por medio de un representante autorizado27 yproporcionar luego a la Fiscalía información eficaz para: evitar la continuidad delictiva oreducir sustancialmente la magnitud de las consecuencias dañosas del delito, conocer lascircunstancias en que se cometió el delito, identificar a los intervinientes en el delito, oentregar bienes relacionados con el delito o dar información sobre su paradero. El tipo debeneficio otorgado dependerá del grado de eficacia o importancia de la colaboración enconcordancia con la entidad del delito y la responsabilidad por el hecho. La persona jurídicapodrá acogerse a la colaboración eficaz respecto de cualquiera de los delitos por los que puedaresponder28 .
24 Vid., García Cavero, 2020: 8.
25 Vid., Matus Acuña, J. (2013), «La certificación de los programas de cumplimiento», en El Derecho penal económico
en la era del Compliance, Arroyo/Nieto (dir.), Valencia, p. 145 y ss., con consideraciones críticas.
26 Vid., San Martín Castro, C. (2020), Derecho Procesal Penal, Lecciones, 2ª ed., INPECCP, Lima, p. 1210.
27 Vid., Ricaldi Echevarría, N. (2020), Código Procesal Penal Comentado, Tomo IV, Gaceta Penal, Lima, p. 169,
precisando que debe tratarse de un representante con facultad especial.
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5. CONCLUSIONES FINALESLa legislación peruana contempla actualmente un sistema de responsabilidad dela persona jurídica por la comisión de diversos delitos, asumiendo un modelo deautorresponsabilidad centrado en la adopción previa de un modelo de prevención de delitosidóneo para prevenirlos o reducir significativamente el riesgo de su comisión. Para ladeterminación de la idoneidad del modelo de prevención deben cumplirse con determinadospresupuestos y con ciertas exigencias en su implementación que se han recogido bajo la formade los llamados elementos mínimos.
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